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c) Los funcionarios de la Administración del Estado
estarán obligados a cumplir las medidas que fueren impartidas
para resguardar los actos y documentos calificados de secretos
o reservados.

d) El respectivo servicio debe mantener un índice actua-
lizado de los actos y documentos calificados como secretos o
reservados, en las oficinas de información o atención del
público usuario de la Administración del Estado, establecidas
en el decreto supremo N° 680, de 1990, del Ministerio del
Interior.

El índice incluirá la denominación de los actos, docu-
mentos e informaciones que sean calificados como secretos o
reservados de conformidad a la ley, y la individualización del
acto o resolución en que conste tal calificación.

e) Los documentos en que consten los actos declarados
secretos o reservados por un órgano o servicio, deberán
guardarse en condiciones que garanticen su preservación y
seguridad por el respectivo órgano o servicio, durante el plazo
de diez años, sin perjuicio de las normas que regulen su
entrega al Archivo Nacional.

Artículo 9º.- Duración de la declaración de secreto o
reserva. Los actos que una ley de quórum calificado declare
secretos o reservados mantendrán ese carácter hasta que otra
ley de la misma jerarquía deje sin efecto dicha calificación.

Transcurridos cinco años contados desde la notificación
del acto que declara la calificación, el servicio u órgano que la
formuló, de oficio o a petición de cualquier persona y por una
sola vez, podrá prorrogarla por otros cinco años, total o
parcialmente, evaluando el peligro de daño que pueda irrogar
su terminación.

Sin embargo, el carácter de secreto o reservado será
indefinido tratándose de los actos y documentos que, en el
ámbito de la defensa nacional, establezcan la planificación
militar o estratégica, y de aquéllos cuyo conocimiento o
difusión puedan afectar:

a) La integridad territorial de Chile;

b) La interpretación o el cumplimiento de un tratado
internacional suscrito por Chile en materia de límites;

c) La defensa internacional de los derechos de Chile, y

d) La política exterior del país de manera grave.

Los resultados de las encuestas o de sondeos de opinión
encargados por los órganos de la Administración del Estado
facultados para ello serán reservados hasta que finalice el
período presidencial durante el cual fueron efectuados, en
resguardo del debido cumplimiento de las funciones de aqué-
llas.

Título II

Principios y Garantías del Derecho de Acceso a la
Información

Párrafo 1°

De los Principios del Derecho de Acceso a la
Información

Artículo 10º.- Principio de la relevancia. Se presume
relevante toda información que posean los órganos de la
Administración del Estado, cualquiera sea su formato, sopor-
te, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento.

Artículo 11.- Principio de la libertad de información.
Toda persona goza del derecho a acceder a la información que
obre en poder de los órganos de la Administración del Estado,
con las solas excepciones o limitaciones establecidas por leyes
de quórum calificado.

Artículo 12.- Principio de apertura o transparencia.
Toda la información en poder de los órganos de la Adminis-

tración del Estado se presume pública, a menos que esté sujeta
a las excepciones señaladas en una ley de quórum calificado.

Artículo 13.- Principio de máxima divulgación. Los
órganos de la Administración del Estado deben proporcionar
información en los términos más amplios posibles, excluyen-
do sólo aquello que esté sujeto a las excepciones constitucio-
nales o legales.

En consecuencia, comunicará toda la información nece-
saria para el ejercicio efectivo del derecho con sujeción
estricta a las excepciones establecidas en la Constitución o la
ley.

Artículo 14.- Principio de la divisibilidad. Si un acto
administrativo contiene información que puede ser conocida
e información que debe denegarse en virtud de causa legal, se
dará acceso a la primera y no a la segunda.

Artículo 15.- Principio de facilitación. Los mecanis-
mos y procedimientos para el acceso a la información de los
órganos de la Administración del Estado deben facilitar el
ejercicio del derecho, excluyendo exigencias o requisitos que
puedan obstruirlo o impedirlo.

En consecuencia, deberá evitar toda actuación que di-
recta o indirectamente importe introducir límites o exigencias
no autorizadas por la ley.

Artículo 16.-  Principio de la no discriminación. Los
órganos de la Administración del Estado deberán entregar
información a todas las personas que lo soliciten, en igualdad
de condiciones, sin hacer distinciones arbitrarias y sin exigir
expresión de causa o motivo para la solicitud.

Artículo 17.- Principio de la oportunidad. Los órga-
nos de la Administración del Estado deben proporcionar
respuesta a las solicitudes de información dentro de los plazos
legales, con la máxima celeridad posible y evitando todo tipo
de trámites dilatorios.

Artículo 18.- Principio del control. El cumplimiento
de las normas que regulan el derecho de acceso a la informa-
ción será objeto de fiscalización permanente, y las resolucio-
nes que recaigan en solicitudes de acceso a la información son
reclamables ante un órgano externo.

Artículo 19.- Principio de la responsabilidad. El
incumplimiento de las obligaciones que la ley impone a los
órganos de la Administración del Estado, origina responsabi-
lidades y da lugar a las sanciones que establece la ley.

Artículo 20.- Gratuidad. El derecho de acceso a la
información de los órganos de la Administración del Estado es
gratuito, sin perjuicio de las excepciones establecidas en la
ley.

La información solicitada se entregará en la forma y por
el medio que el requirente haya señalado, siempre que ello no
importe un costo excesivo o un gasto no previsto en el
presupuesto institucional, casos en que la entrega se hará en la
forma y a través de los medios disponibles.

Sólo se podrá exigir el pago de los costos directos de
reproducción y de los demás valores que una ley expresamente
autorice cobrar por la entrega de la información solicitada.
Para efectos de lo señalado en la ley y en el presente reglamen-
to, se entenderá por costos directos de reproducción todos
aquellos que sean necesarios para obtener la información en el
soporte que el requirente haya solicitado, excluyendo el valor
del tiempo que ocupe el o los funcionarios para realizar la
reproducción.

La obligación del órgano requerido de entregar la infor-
mación solicitada se suspende en tanto el interesado no pague
los costos y valores a que se refiere el inciso precedente. Si el
interesado solicita la información y, posteriormente, no paga
los costos y demás valores autorizados por la ley, ni retira la
información solicitada dentro de los treinta días siguientes
después de haber sido puesta a su disposición, los organismos

públicos podrán ejercer las acciones correspondientes en su
contra.

Párrafo 2°

De las Garantías del Derecho de Acceso a la Información

Artículo 21.- Obligación de entrega. La autoridad o
jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administra-
ción del Estado, requerido, estará obligado a proporcionar la
información que se le solicite, salvo que concurra oposición
del interesado efectuada en conformidad al artículo 20 del
artículo primero de la ley N° 20.285, o alguna de las causales
de secreto o reserva que establece la ley.

Artículo 22.- Entrega sin condiciones. La entrega de
copia de los actos y documentos se hará por parte del órgano
requerido sin imponer condiciones de uso o restricciones a su
empleo, salvo las expresamente estipuladas por la ley.

Artículo 23.- Negativa de entrega de la información
regulada. La negativa de entrega de la información se some-
terá a las siguientes normas:

1.- Deberá ser escrita, por cualquier medio, incluyendo
los electrónicos.

2.- Deberá ser fundada, esto es, especificando la causal
legal invocada y las razones que en cada caso motiven la
decisión.

3.- No podrá extenderse más allá del plazo que permite
la ley.

4.- Los documentos en que consten los actos cuya
reserva o secreto fue declarada por una ley de quórum califi-
cado, deberán guardarse en condiciones que garanticen su
preservación y seguridad por el respectivo órgano o servicio.

5.- Los órganos de la Administración del Estado debe-
rán mantener un índice actualizado de los actos y documentos
calificados como secretos o reservados de conformidad a lo
establecido en el artículo 7º del presente reglamento.

Artículo 24.- Impugnación. El peticionario tendrá de-
recho a recurrir ante el Consejo para la Transparencia y a
reclamar judicialmente en contra de las resoluciones de dicho
organismo, en conformidad a lo dispuesto en la ley y en el
presente reglamento.

Artículo 25.- Publicidad de las sanciones. Las sancio-
nes que aplique el Consejo deberán ser publicadas en los sitios
electrónicos del Consejo y del respectivo órgano o servicio,
dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde que la
respectiva resolución quede a firme.

Artículo 26.- Debido proceso. Las sanciones al incum-
plimiento de la ley y de este reglamento serán aplicadas previa
instrucción de una investigación sumaria o sumario adminis-
trativo.

Título III

Procedimiento Administrativo del Derecho de Acceso a
la Información

Artículo 27.- Inicio o petición.  El procedimiento
administrativo de petición, se iniciará mediante la presenta-
ción de una solicitud del sujeto activo, ante el órgano de la
Administración del Estado competente.

El peticionario podrá expresar en la solicitud el medio a
través del cual recibirá las notificaciones y la información
solicitada. En tal acto podrá expresar su voluntad de ser
notificado mediante comunicación electrónica para todas las
actuaciones y resoluciones del procedimiento administrativo
de acceso a la información, indicando para ello, bajo su
responsabilidad, una dirección de correo electrónico habilita-
da. En tal caso, los plazos comenzarán a correr a partir del día
siguiente hábil del envío del correo electrónico.
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